
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

MANIZALES 

A.I.790 

 

 

Manizales, veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintitrés (2023). 

 

 

RADICACIÓN 17001 33 39 005 2022 00158 00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: BERNARDO ISAIAS LEXUIS MONROUTH  

DEMANDADOS: 

 

NACIÓN, MINISTERIO DE EDUCACIÓN, FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO  

ESTADO 

ELECTRÓNICO: 

No. 142 de 27 de septiembre de 2023 

 

 

Verificado el vencimiento de los términos procesales correspondientes, se advierte que 

el FOMAG formuló las excepciones de: “FALTA DE INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORTE 

NECESARIO Y/O LLAMAMIENTO EN GARANTÍA”; “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN Y COBRO DE 

LO NO DEBIDO”; “PRESCRIPCIÓN” y “EXCEPCIÓN GENÉRICA”, a los cuales se corrió traslado 

el día 4 de septiembre de los corrientes (Documento electrónico: 

10TrasladoExcepciones.pdf), sin que se integre intervención de la parte 

demandante.  

 

La cartera ministerial propuso la excepción denominada “FALTA DE INTEGRACIÓN 

DE LITIS CONSORTE NECESARIO Y/O LLAMAMIENTO EN GARANTÍA”, frente a la cual 

argumenta que debe ser llamada la secretaria de educación, pues es la entidad 

que profirió el acto administrativo demandado y por tal motivo es quien está 

llamada a corroborar el mismo.  

 

Al respecto, se tiene que por medio de la Ley 91 de 1989, se creó el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio1, como una cuenta especial de la Nación, con 

independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos 

serían manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el 

Estado tenga más del 90% del capital. La mencionada ley en su artículo 4 dispuso que el 

                                                           
1 Artículo 3. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, 
contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el 
Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia mercantil, que contendrá 
las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la 
sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato 
podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional. 
El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el 
principio de unidad. 
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Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio atendería las prestaciones 

sociales de los docentes nacionales y nacionalizados que se encontraran vinculados a la 

fecha de la promulgación de la referida Ley, y de los que se vinculen con posterioridad a 

ella, indicando en su artículo 5 numeral 1 que el objetivo de dicho Fondo es el de “Efectuar 

el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado”. 

 

Entre tanto, el artículo 180 de la Ley 115 de 1994, por la cual se creó el estatuto general de 

educación, señaló que las “prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales de Magisterio serán reconocidas por intermedio del Representante del Ministerio de 

Educación Nacional ante la entidad territorial a la que se encuentre vinculado el docente”; 

disposición que sería reiterada por la Ley 962 de 2005 en el artículo 562, que en lo relativo 

al trámite de las solicitudes de reconocimiento y pago de prestaciones económicas de los 

docentes, dispuso: 

 

“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN 

MATERIA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado 

Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de 

quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de 

Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que 

se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de 

reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del 

Secretario de Educación de la entidad territorial.”  

 

Por su parte, el decreto 2831 de 2005 estableció que para el reconocimiento de 

prestaciones económicas a cargo del FNPSM, la radicación de la solicitud deben 

efectuarse ante las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas a las 

cuales pertenezca el docente, en este sentido sus artículos 2 y 3 establecen: 

 

“ARTÍCULO 2°. Radicación de solicitudes. Las solicitudes de 

reconocimiento de prestaciones sociales, deberán ser radicadas en la 

secretaria de educación, o la dependencia o entidad que haga sus veces, de 

la respectiva entidad territorial certificada a cuya planta docente 

pertenezca o haya pertenecido el solicitante o causahabiente, de acuerdo 

con el formulario adoptado para el efecto por la sociedad fiduciaria 

encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, 

implementará un sistema de radicación único, que registre las solicitudes 

de reconocimiento de prestaciones económicas que deba pagar el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en forma simultánea 

en la respectiva entidad territorial certificada y en la sociedad fiduciaria 

y que permita a los solicitantes conocer electrónicamente el estado de su 

trámite. 

 

ARTÍCULO 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De 

acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el 

                                                           
2 Reglamentada por el decreto 2531 de 2005. 
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artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes 

relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las 

secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la 

dependencia que haga sus veces.” (…) /subrayas extratexto/. 

 

Con sustento en la anterior relación normativa, se colige de manera diáfana que el 

reconocimiento y pago de las prestaciones sociales del personal docente nacional o 

nacionalizado está a cargo de la Nación – Ministerio de Educación Nacional - FNPSM, de 

acuerdo con el procedimiento que para tal efecto ha sido dispuesto por el legislador, en 

armonía con los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad consagrados 

en el artículo 288 de la Carta Política, sin que pueda desvirtuarse con fundamento en la 

racionalización de los trámites, el hecho que sea el mentado Fondo el encargado de 

reconocer y pagar los derechos prestacionales del personal del magisterio. Lo anterior, 

con respaldo en lo expuesto por el H. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, en sentencia del 17 de noviembre de 

2016 (Rad. Interno 1520-2014, C.P. Dr. William Hernández Gómez), así como en virtud 

de lo argüido recientemente por el Consejo de Estado en sentencia del 28 de septiembre 

de 20173, y pluralidad de providencias emitidas por el Tribunal Administrativo de 

Caldas4. Por lo anterior, el Despacho declara no probada la excepción ‘no comprender la 

demanda a todos los litisconsortes necesarios’ (denominadas como ‘falta de integración 

del contradictorio-litisconsorcio necesario’ y ‘vinculación de litisconsorte’) propuesta por 

la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FNPSM. 

 

Frente al carácter de fondo de los demás medios exceptivos, su análisis y resolución 

quedará diferida al momento de dictarse decisión que cierre la instancia. 

 

Ahora bien, encontrándose el proceso a Despacho para fijar fecha de audiencia inicial de 

conformidad con lo establecido en el artículo180 del CPACA 5, se advierte que este asunto 

reúne los requisitos previstos en el artículo 182A del CPACA, adicionado por el artículo 

42 de la Ley 2080 de 2021, para dictarse sentencia anticipada. 

 

 

PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRUEBAS 

 

Parte demandante: 

 

Documental aportado: Se ordena tener como prueba, hasta donde la ley lo permita, los 

documentos presentados por la parte demandante con la demanda, integrados al 

expediente electrónico (Documento electrónico: 002DemandaYanexosAnexos.pdf), los 

                                                           
3 Consejo de Estado, Sección 2ª, Subsección B, sentencia del 28 de septiembre de 2017, Radicación número: 17001-23-33-000-2013-00433-02(3127-15), 

C.P. Dra. Sandra Lisset Ibarra Vélez. 
4 i) Sentencia de 30 de noviembre de 2015 (Exp. 17-001-33-33-001-2014-00077-02. M.P. Augusto Morales Valencia). ii) sentencia del 26 de octubre de 

2015, 17-001-33-33-004-2013-00683-03; (iii) auto del 17 de noviembre de 2015, Exp. 17-001-33-33-001-2013-00729-02; y (iv) sentencia del 23 de 
noviembre de 2015, Exp. 17-001-33-33-001-2013-00591-02; M.P. Dr. Augusto Morales Valencia. 
5 Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: Artículo 182A. Sentencia anticipada. 

Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. Antes de la audiencia inicial: a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no 

haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la contestación, 

y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles. (…)” 
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cuales serán valorados al momento de proferir el fallo correspondiente, de conformidad 

con la ley y la jurisprudencia. 

 

La parte accionante no presentó solicitud especial de práctica de pruebas. 

 

Parte demandada: 

 

Nación, Ministerio de Educación, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. 

 

Documental aportado: Se ordena tener como prueba, hasta donde la ley lo permita, los 

documentos presentados en la contestación a la demanda e integrados al expediente 

electrónico (Documento electrónico: 10ContestaFomag.pdf), los cuales serán valorados 

al momento de proferir el fallo correspondiente, de conformidad con la ley y la 

jurisprudencia. 

 

La Cartera Ministerial no efectuó solicitud especial de práctica de pruebas. 

 

FIJACIÓN DEL LITIGIO:  

 

De acuerdo con los hechos de la demanda y la contestación dada a los mismos, estima el 

Despacho que los problemas jurídicos a resolver son los siguientes:  

 

➢ ¿Tiene derecho la parte demandante a que se le reconozca y pague una pensión 

de jubilación equivalente al 75% de los factores salariales devengados durante el 

año anterior a la adquisición del status pensional? de ser así, 

 

➢ ¿Ha operado el fenómeno jurídico de la prescripción? 

 

TRASLADO DE ALEGATOS 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, mediante el 

cual se adicionó el artículo 182A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, se corre traslado a las partes para alegar de conclusión y al 

Ministerio Público para que presente concepto de fondo si a bien lo tiene, por el término 

común de diez (10) días. Vencido este término, se procederá a dictar sentencia anticipada 

de forma escrita. 

 

De igual modo,  a  efectos  de  dar  cumplimiento  a  lo  preceptuado  en  el  

artículo  3°  de la Ley 2213/22  que  indica: “Deberes de los sujetos procesales en relación 

con las tecnologías  de  la  información  y  las  comunicaciones.  Es  deber  de  los  sujetos  procesales 

realizar  sus  actuaciones  y  asistir  a  las  audiencias  y  diligencias  a  través  de  medios tecnológicos.  

Para  el  efecto  deberán  suministrar  a  la  autoridad  judicial  competente,  y  a todos los demás 

sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del proceso o trámite y enviar a través 

de  estos  un  ejemplar  de  todos  los  memoriales  o  actuaciones  que  realicen, simultáneamente con 

copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial”; se  insta  a  las  partes  y  sus  

apoderados  para  que  los  documentos  que  deseen compartir durante el 

traslado sean remitidos a los correos de los sujetos procesales, y al  buzón  
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electrónico  de  la  agente  del  Ministerio    Público,    Procuradora    180  Judicial 

I para    Asuntos    Administrativos  (procjudadm180@procuraduria.gov.co). 

 

 

CUESTIÓN FINAL 

 

 

SE RECONOCE personería jurídica a la abogada CATALINA CELEMIN 

CARDOSO identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.110.453.991 y la T.P. 

No. 201.409 del C.S de la Judicatura para representar los intereses de la Nación, 

Ministerio de Educación Nacional, en los términos y para los fines del poder a 

ella conferido por Alejandro Botero Valencia, en calidad de Jefe Oficina Asesora 

Jurídica del Ministerio de Educación Nacional (Documento electrónico: 

10ContestaFOMAG.pdf Pág. 23 y ss) 

 

SE RECONOCE personería jurídica a la abogada DIANA MARIA HERNANDEZ 

BARRETO identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.022.383.288 y la T.P. 

No. 290.488 del C.S de la Judicatura para representar los intereses de la Nación, 

Ministerio de Educación Nacional, en los términos y para los fines del poder a 

ella sustituido por apoderada principal. (Documento electrónico: 

10ContestaFOMAG.pdf Pág. 10 y ss) 

 

De conformidad con la Circular No. PCSJC19-18 de 9 de julio de 2019, suscrita por 

presidente del Consejo Superior de la Judicatura, se deja constancia que, verificada la 

página web de antecedentes disciplinarios de abogado, los apoderados judiciales citados 

no registran sanción que                impida el ejercicio de la profesión. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:  

 
LUIS GONZAGA MONCADA CANO 

JUEZ  
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